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Ha decidido

Declarar que corresponde al Estado la titularidad de
la competencia controvertida.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer, Luis López Guerra, Fernando García-Mon y
González-Regueral, Carlos de la Vega Benayas, Eugenio
Díaz Eimil. Vicente Gimeno Sendra, José Gabaldón López,
Rafael de Mendizábal Allende, Julio Diego González Cam­
pos, Pedro Cruz Villalón, Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmado
y Rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don CarIes
Viver Pi-Sunyer a la sentencIa dictada en el conflicto
positivo de competencia núm. 151/94, al que se adhiere

el Magistrado don Luis López Guerra

1. Disiento del fallo de la presente Sentencia y de
la argumentación que lo fundamenta. Estimo que debería
haberse declarado que los preceptos objeto del conflicto
positivo de competencia enjuiciado vulnera las compe­
tencias que en materia de juegos y apuestas tiene atri­
buídas la Comunidad Autónoma recurrente y que, en
consecuencia, no son de aplicación directa en su ámbito
territorial. A esta conclusión creo que debería haberse
llegado por las razones que se exponen en el Voto Par­
ticular que formulé a la Sentencia dictada en el conflicto
positivo de competencia núm. 957/85 (STC 163/1994),
al que aquí me remito.

Madrid, a catorce de julio de mil novecientos noventa
y cuatro.-Luis López Guerra.-Firmado y rubricado.

19043 Sala Segunda. Sentencia 217/1994, de 18
de julio de 1994. Recurso de amparo
2.014/1991. Contra Auto delJuzgado de In~

trucción núm. 10 de Sevilla por el que se
decretaba el archivo de diligencias previas.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: omisión de respuesta judicial a la
querella presentada por el recurrente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don José Gabaldón López, don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.014/91, promovido
por don Manuel Rosa Recuerda, representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Antonio Jesús Torre Bello­
ta, contra el Auto de 16 de febrero de 1990, del Juzgado
de Instrucción núm. 10 de Sevilla por el que se decretaba
el archivo de las diligencias previas núm. 680/90. Han
intervenido el Abogado dei Estado y el Ministerio Fiscal.

Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer
quien expresa el parecer de la Saja.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
8 de octubre de 1991, don Manuel Rosa Recuerda mani­
festó su voluntad de recurrir en amparo contra el Auto
de 16 de febrero de 1990, del Juzgado de Instrucción
núm. 10 de Sevilla por el que se decretaba el archivo
de las diligencias previas núm. 680/90 incoadas a raíz
de la denuncia presentada por el hoy demandante de
amparo por supuestos delitos de prevaricación y otros,
a cuyos efectos solicitaba que le fueran designados Abo­
gado y Procurador del turno de oficio. Por providencia
de 17 de octubre de 1991, la SecCión Cuarta concedió
al demandante un plazo de diez días para que presentase
copias de las resoluciones recurridas en esta vía de ampa­
ro, con acreditación de la fecha en la que le fueron noti­
ficadas y una relación circunstanciada de los hechos
en los que pretendía fundamentar la demanda. Por otra
providencia de fecha 18 de noviembre de 1991, la Sec­
ción acordó dirigir una comunicación al Juzgado de Ins­
trucción núm. 10 de Sevilla interesando el envío del
Auto de archivo dictado en las diligencias previas de
referencia, indicando, asimismo, la fecha en que fue noti­
ficada dicha resolución al recurrente. Mediante provi­
dencia de 6 de febrero de 1992, la Sección acordó remi­
tir los despachos oportunos para proceder a las desig­
naciones interesadas, las cuales recayeron, respectiva­
mente, en el Procurador de los Tribunales don Antonio
Jesús Torre Bellota y en los Letrados don Ricardo Olagüe
Negueruela y don Ramiro Claudia Blázquez Hernández,
a los que se tuvo por nombrados por providencia de
2 de marzo de ~ 992, concediéndose al mencionado Pro­
curador un plazo de veinte días para que, bajo la direc­
ción del Letrado citado en primer lugar, formalizase la
demanda con los requisitos prevenidos en el art. 49 de
la LOTC, lo que así hizo mediante escrito presentado
en el Juzgado de Guardia el 12 de abril de 1992 y
registrado en este Tribunal el día 15 de esos mismos
mes y año.

2. La demanda se basa, en síritesis, en los siguientes
hechos:

al El recurrente presentó el día 9 de febrero de 1990
un escrito ante el Juzgado de Guardia de Sevilla que,
aun con forma externa de querella, carecía del requisito
de postulación y firma de Letrado.

b) El Juzgado de Instrucción núm. 10 de Sevilla dic­
tó con fecha 16 de febrero de 1990, un Auto por el
cual incoaba diligencias previas 680/90 y, al mismo
tiempo, las archivaba por estimar (art. 789.5.1 L.E.Crirn.)
que los hechos no eran constitutivos de infracción penal.
Habiéndose dado al escrito del señor Rosa la tramitación
de denuncia, el Auto de archivo fue puesto en cono­
cimiento del Ministerio Fiscal.

c) Ante la falta de noticias sobre el curso de su
denuncia, el señor Rosa formuló una queja por escrito
al Juzgado Decano el día 25 de julio de 1991. El 18
de septiembre le fue notificada la contestación del Juz­
gado Decano en la que se le comunicaba que se habra
dictado el Auto de archivo.

3. La representación del recurrente estima que el
Auto de 16 de febrero de 1990, del Juzgado de Ins­
trucción núm. 10 de Sevilla, ha vulnerado su derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensión, reconocido
en el art. 24.1 C.E.
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En apoyo de dicha pretendida vulneración, se aduce
en la demanda. que el escrito que presentó el señor
Rosa Recuerda, en forma de querella, en el Juzgado de
Guardia el 9 de febrero de 1990, no podía ser tramitado
como tal. sino una vez designados al denunciante Abo­
gado y Procurador del turno de oficio conforme había
solicitado. Por consiguiente. al haber archivado el órgano
judicial las correspondientes diligencias previas sin haber
procedido a las designaciones interesadas, se impidió
al demandante de amparo acceder a la jurisdicción
mediante la interposición de querella con los requisitos
prevenidos en el arto 277 de la L.E.Crim.

En consecuencia, se pide a este Tribunal que anule
la resolución recurrida.

4. Por providencia de fecha 16 de noviembre de
1992, la Sección Tercera acordó conceder al Ministerio
Fiscal y al solicitante de amparo, de conformidad con
lo dispuesto en el arto 50.3 LOTC, un plazo de diez días
para que formulasen cuantas alegaciones estimasen con­
venientes, en relación con la posible concurrencia del
motivo de inadmisión prevenido en el art. 50.1 c) LOTC.
consistente en la carencia manifiesta de contenido cons­
titucional de la demanda. Solicitada la prórroga de dicho
plazo por el Letrado del demandante de amparo, la Sec­
ción concedió, por providencia de 10 de diciembre
de 1992, un nuevo plazo de diez días para evacuar el
indicado trámite.

5. Por escrito de fecha 9 de diciembre de 1992,
el Fiscal ante el Tribunal Constitucional señalaba que
para poder emitir opinión le era preciso examinar el Auto
de archivo recurrido en amparo. el cual no figuraba entre
las actuaciones que le habían sido remitidas. Por este
motivo solicitaba que, con suspensión del plazo y otor­
gamiento de otro nuevo. se recabaran del Juzgado cuan­
tas actuaciones se hubiesen practicado en el asunto de
referencia. Por providencia de 17 de diciembre de 1992,
la Sección acordó atender a la solicitud del Ministerio
Fiscal y requerir del Juzgado de Instrucción núm. 10
de Sevilla y del Juzgado Decano de dicha capital el envío
de las actuaciones correspondientes a las diligencias pre­
vias núm. 680/90. Por otra providencia de fecha 25
de febrero de 1993, la Sección tuvo por recibidas las
actuaciones interesadas y acordó dar traslado de las mis­
mas al Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo para
que, en el plazo de diez días, evacuasen el trámite aludido
en la providencia de 16 de noviembre de 1991.

6. El Ministerio Fiscal evacuó dicho trámite median­
te escrito registrado en este Tribunal el 12 de marzo
de 1993. en el que concluía interesando la admisión
del presente recurso de amparo por considerar que la
demanda no carecia manifiestamente de contenido cons­
titucional. dado que. a su juicio, al no atender el órgano
judicial la petición cursada por el demandante en el sen­
tido de que se te nombraran Abogado y Procurador del
turno de oficio conforme es preceptivo para interponer
querella criminal. se vulneró su derecho a la defensa
y al acceso a los recursos pertinentes. Por providencia
de 4 de junio de 1993. la Sección acordó admitir a
trámite el presente recurso de amparo y. de conformidad
con lo dispuesto en el arto 51 LOTC. dirigir atenta comu­
nicación al órgano judicial de instancia para que. en el
plazo de diez días. emplazara a cuantos hubieran sido
parte en el procedimiento. a excepción del solicitante
de amparo a fin de que pudieran comparecer, si así lo
deseaban. en el presente proceso constitucional.

7. Por escrito de fecha 10 de junio de 1993. el
Abogado del Estado solicitó ser tenido por personado

en el proceso constitucional. Por providencia de 27 de
septiembre de 1993. la Sección accedió a ello y acordó
dar vista de las actuaciones remitidas al Ministerio Fiscal
y a las partes para que. en el plazo de veinte días, for­
mulasen cuantas alegaciones estimasen pertinentes.

8. Por escrito registrado en este Tribunal con fecha
de 27 de octubre de 1993, el Abogado del Estado seña­
laba. en primer lugar. la posible concurrencia de la causa
de inadmisibilidad -que ahora lo sería de desestimación
del recurso- contemplada en el arto 50.1 a) en relación
con el art. 44.1 a), ambos de la LOTC, por no haber
intentado el recurrente apelar el Auto de archivo fun­
damentando su legitimación para ello no en su simple
condición de denunciante, sino en la de ofendido por
los hechos que reputaba delictivos. Con carácter sub­
sidiario. consideraba que también por motivos de fondo
procedía la denegación del amparo. Pues si bien admitía
que, de acuerdo con la doctrina sentada en las SSTC
115/1984. 63/1985 y 131/1991, en una primera
aproximación podría parecer que hubiera de concederse,
una consideración más atenta de dicha jurisprudencia
haría ver que los casos resueltos en dichas Sentencias
eran diversos al aquí planteado. Así. en el que dio lugar
a la STC 63/1985 se había hecho ofrecimiento de accio­
nes al recurrente. designando éste Letrado, pero no con­
siguiendo que el órgano judicial proveyera su solicitud
de que se le nombrara Procurador del turno de oficio.
lo que dejó al perjudicado al margen del proceso; a dife­
rencia de ello. en el caso de autos se procedió al archivo
de las diligencias por considerar el órgano judicial que
los hechos uenunciados no eran constitutivos de delito.
lo que hacia innecesario el nombramiento de Abogado
y Procurador del turno de oficio. El caso que guarda
más semejanzas con el presente es. en opinión del Abo­
gado del Estado, el de la STC 115/1984. si bien man­
tiene con él dos diferencias decisivas: en primer lugar.
el archivo se produjo sobre la base de «un impreciso
dictamen del Ministerio Fiscal .. y no con la afirmación
de que los hechos no constituían delito; y, en segundo
lugar, se denegaron los nombramientos de Abogado y
Procurador del turno de oficio solicitados por el recurren­
te para interponer recurso de reforma y subsidiario de
apelación contra el Auto de archivo, recursos éstos que
en ningún momento intentó el señor Rosa.

A juicio del Abogado del Estado. no resulta cons­
titucionalmente obligado que el Juez Instructor inicie el
procedimiento tendente a la designación de Abogado
y Procurador del turno de oficio cuando entiende que
los hechos denunciados no son constitutivos de delito.
ya que el reconocimiento de la justicia gratuita constituye
un incidente que no ha lugar a tramitar cuando se aprecia
una causa que pone fin al proceso principal. Sin que
frente a ello quepa oponer que la decisión de archivo
no es definitiva y firme per se sino que puede ser objeto
de recursos. lo que haría necesaria la designación de
Abogado y Procurador del turno de oficio para su inter­
posición. dado que en el caso de autos el demandante.
a diferencia de lo que sucedía en el asunto resuelto
por la STC 115/1984. no manifestó en ningún momento
intención alguna de recurrir en la vía judicial el Auto
de archivo sino. exclusivamente. de formular querella.

9. Por escrito de fecha 29 de octubre de 1993,
el Fiscal ante el Tribunal Constitucional concluía sus ale­
gaciones interesando la concesión del amparo solicitado
por estimar. con apoyo en la doctrina contenida en las
SSTC 115/1984.63/1985,173/1987 y 131/1991
que. al no ofrecer al denunciante las acciones a que
como ofendido tenía derecho ni atender su petición de



48 Jueves 18 agosto 1994 BOE núm. 197. Suplemento

nombramiento de Abogado y Procurador del turno de
oficio. no sólo se le impidió acceder al procedimiento
sino también presentar los recursos pertinentes contra
el Auto por el que se decretó el archivo de las actua­
ciones. lo cual debe considerarse lesivo de su derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

Por su parte. el demandante de amparo. en su escrito
de alegaciones registrado con fecha de 29 de octubre
de 1993. se ratificaba en las ya formuladas en la deman­
da de amparo.

10. Por providencia de 14'de julio de 1994. se seña­
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 18 de los mismos mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Con carácter previo al examen del fondo del asun­
to. hemos de determinar si. conforme apunta el Abogado
del Estado en su escrito de alegaciones. concurre en
el presente caso el motivo de inadmisión -que. en este
momento, lo sería de desestimación del recurso- pre­
visto en el art. 50.1 a) en relación con el art. 44.1 a).
ambos de la LOTC. consistente en la falta de agotamiento
por parte del recurrente de los recursos utilizables dentro
de la vía judicial.

Alega a este respecto el Abogado del Estado que.
tal y como así lo hizo el demandante en el amparo resuel­
to por la STC 115/1984. fundamento jurídico 3. el señor
Rosa debería haber intentado recurrir en reforma y luego
en apelación el Auto de archivo. fundamentando su legi­
timación para ello no en la simple calidad de denunciante
sino en la de ofendido por los hechos que reputaba delic­
tivos. En lugar de ello. recurrió directamente en amparo
dicha resolución. sin manifestar en ningún momento
intención alguna de acceder a la vía ordinaria de recur­
sos. tal y como permite la doctrina· sentada en la STC
131/1991. En consecuencia. ni cabría estimar lesionado
su derecho a acceder a la vía penal. toda vez que el
Instructor estimó que el carácter no delictivo de los
hechos denunciados hacía inútil el nombramiento de
Abogado y Procurador del turno de oficio para la pre­
sentación de la correspondiente querella. ni con ello se
le habría imposibilitado el acceso a un recurso de ape­
lación contra la resolución de archivo que ni siquiera
se planteó y que. en todo caso, constituía un requisito
previo para acudir a la vía de amparo constitucional.

Ciertamente que el carácter subsidiario del recurso
de amparo obliga a agotar la vía judicial ordinaria con
anterioridad a su presentación para dar así ocasión a
que sean los propios órganos jurisdiccionales quienes
subsanen las posibles lesiones de derechos fundamen­
tales invocadas. Mas no por ello ha de olvidarse que.
en el presente caso. no se había hecho ofrecimiento
alguno de acciones al ofendido pese a que el escrito
de denuncia presentado por el señor Rosa adoptaba ya
la forma de querella y a que en él se solicitaba expre­
samente .Ia designación de Abogado y Procurador del
turno de oficio para. de conformidad con lo dispuesto
en el arto 277 L.E.Crim.. cumplir con la postulación reque­
rida para su tramitación como tal. Pese a tan expresa
manifestación de su voluntad de actuar en el procedi­
miento en calidad de querellante y no de simple denun­
ciante. el órgano judicial dio al referido escrito el trámite
correspondiente a una simple denuncia Y. en consecuen­
cia. procedió al archivo de las diligencias incoadas sin
considerar personado y parte en el procedimiento al
denunciante. al que. precisamente por ello. ni tan siquiera
notificó en forma debida dicha resolución. Así las cosas.
resulta evidente que la interposición por su parte de
un recurso de reforma y subsidiario de apelación contra
el Auto de archivo. de conformidad con lo dispuesto

en los arts. 787.1 y 3 Y 789.5.4 de la L.E.Crim.. habría
desembocado en la inadmisión de los mismos por falta
de legitimación del actor. No pudiendo pues afirmarse
que el recurrente hubiese omitido agotar todos los recur­
sos que le eran posibles en la vía judicial ordinaria. sino.
únicamente, que se abstuvo de presentar unos recursos
pertinentes en abstracto. pero a los que en concreto
no tenía acceso dada su inicial. falta de legitimación.
debe concluirse que no concurre el motivo formal de
desestimación opuesto por el Abogado del Estado.

2. Una vez despejado el camino que conduce al
fondo del presente recurso. procede en primer lugar
recordar, siquiera sea brevemente. la doctrina sentada
por este Tribunal en materia de denegación ab initio
de la postulación requerida para acceder al procedi­
miento.

Dicha doctrina se encuentra sintetizada en la STC
131/1991. fundamento jurídico 2. en los siguientes tér­
minos: «el arto 24.1 de la Constitución reconoce a todas
las personas el derecho a obtener la tutela efectiva de
los Jueces y Tribunales en el ejercicio de los derechos
legítimos. derecho cuyo primer contenido, en un orden
lógico y cronológico. es el acceso a la jurisdicción, que
se concreta en el derecho a ser parte en un proceso
y poder promover la actividad jurisdiccional que desem­
boque en una decisión judicial sobre las pretensiones
deducidas. Por ello. y dado que en determinados casos
es preciso que concurra la condición de postulación pro­
cesal para que se produzca la citada actividad jurisdic­
cional. se vulnera el mencionado derecho cuando el órga­
no judicial injustificadamente. por acción u omisión.
cierra a una persona la posibilidad de suplir. por los
medios que el ordenamiento pone a su disposición. su
falta de postulación procesa!».

En el caso de autos. ciertamente no puede negarse
que se produjo una respuesta judicial a la pretensión
del solicitante de amparo. toda vez que el escrito por
él presentado en forma de querella. pero sin el requisito
procesal de la postulación para ello necesaria. fue tra­
mitado por el órgano judicial como si de una denuncia
se tratase. dando lugar a una decisión de archivo que.
al venir motivada en la estimación de que los hechos
denunciados no eran constitutivos de delito alguno. no
puede en sí misma considerarse contraria al derecho
reconocido en el art. 24.1 C.E.. ya que. según ha decla­
rado este Tribunal en reiteradas ocasiones (por todas.
STC 11/1985. fundamento jurídico 2). el derecho a la
tutela judicial efectiva. básicamente supone la posibilidad
de tener acceso a la jurisdicción y de obtener una reso­
lución jurídicamente fundada. que puede ser de inad­
misión o de archivo.

No cabe duda de que el señor Rosa tuvo un cierto
acceso a la jurisdicción en calidad de denunciante ni
de que. en esa misma condición. obtuvo una resolución
motivada y fundada en Derecho inadmitiendo su pre­
tensión. Tampoco resulta dudoso que. conforme ya
hemos afirmado en relación con un supuesto semejante
aunque no idéntico. el derecho a que se proceda por
el órgano judicial a la designación de Abogado y Pro­
curador del turno de oficio. únicamente despliega toda
su eficacia en relación con el imputado en un proceso
penal. siendo. en todos los demás casos. un derecho
relativo sometido a diversos condicionamientos proce­
sales y materiales. entre ellos. los previstos en el
art. 119 de la L.E.Crim.. en el que se requiere la existencia
de un hecho punible y de un perjuicio directamente deri­
vado del mismo (ATC 356/1992. fundamento jurídico
único).

A tenor de esta doctrina. parece evidente que. una
vez decretado por el órgano judicial el archivo de las
diligencias incoadas a raíz de la denuncia presentada



BOE núm. 197. Suplemento Jueves 18 agosto 1994 49

en forma de querella por el solicitante de amparo por
motivo de la consideración de que los hechos denun­
ciados no eran constitutivos de delito. la falta de con­
currencia del presupuesto esencial, ex art. 119 de la
L.E.Crim.. para que el perjudicado por tales hechos tuvie­
ra derecho a que se le nombraran Abogado y Procurador
del turno de oficio para su representación y defensa,
esto es, la inexistencia de un «hecho punible», hacía
que, en principio. no sólo tales nombramientos apare­
ciesen como innecesarios sino también como inconve­
nientes por razones de economía procesal. Especialmen­
te si se tiene en cuenta que. de haberse accedido a
ellos. el resultado final habría sido idéntico. ya que la
querella que en ese supuesto hubiera podido interponer
el recurrente en debida forma. también habría sido inad­
mitida a limine litis, de conformidad con lo dispuesto
en el art. 313.1 de la L.E.Crim.. por el órgano judicial
sobre la base del mismo motivo aducido para archivar
la denuncia.

Debe tenerse en cuenta, sin embargo, que en el caso
de autos. como también sucedía en el resuelto por la
STC 115/1984, fundamentos jurídicos 2 y 3, el soli­
citante de amparo no se limitó a poner en conocimiento
del Juzgado la posible existencia 'de ciertos hechos
supuestamente delictivos, sino que además manifestó
claramente su propósito de constituirse en parte procesal
mediante la interposición de la correspondiente querella
criminal. por lo que resulta aquí de aplicación la doctrina
que en aquella ocasión sentábamos en el sentido de
considerar que. en tales circunstancias, el órgano judicial
estaba obligado a iniciar el trámite legalmente previsto
conducente al nombramiento de Abogado y Procurador
del turno de oficio y que. al no hacerlo ni ofrecer al
denunciante justificación alguna para ello. limitándose
a acordar el archivo de las actuaciones, no sólo ocasionó
al recurrente una clara situación de indefensión al dejarle
al margen del procedimiento sin recibir notificaciones
ni tener oportunidad de intervenir en el mismo (STC
63/1985). sino que le privó al propio tiempo de uso
de los recursos legalmente establecidos para hacer fren­
te a dicha resolución de archivo.

Es precisamente en este punto donde el supuesto
de hecho originante del presente recurso difiere sus­
tancialmente del resuelto por el ATC 356/1992 ante­
riormente citado.

3. Ello no significa. desde luego, que el órgano judi­
cial haya de acceder en todo caso a la pretensión de
nombramiento de Abogado y Procurador del turno de
oficio planteada por quien pretende ejercer la acción
penal en forma de querella. ya que, como ha quedado
dicho, tal derecho únicamente despliega toda su eficacia
en relación con el imputado o acusado en un proceso
penal, pero sí que el demandante tiene derecho a un
pronunciamiento motivado del Juez en el que se expre­
sen las razones por las que no se le concede la per­
sonación (STC 173/1987, fundamento jurídico 3), ya
que no debe olvidarse que. conforme hemos venido rei­
terando en constante jurisprudencia (STC 115/1984,
por todas), la inicial denuncia de los hechos no es medio
idóneo para constituirse en parte en el proceso penal
y ejercitar el derecho reconocido en el arto 24.1 C.E.
Como afirmábamos en la citada STC 173/1987. no se
trata pues. en el caso de autos, de determinar la pre­
cedencia o improcedencia de la resolución de archivo
de las diligencias adoptada en un proceso en el que
se es parte. sino de examinar si se ha cumplido con
la exigencia, derivada del mencionado derecho funda­
mental, de dar respuesta motivada al intento por el soli­
citante de amparo del ejercicio de la acción penal. para
lo cual no sólo debería haberse notificado al señor Rosa
dicha resolución de archivo sino que ésta habría debido

venir motivada tanto en lo relativo a su pretensión de
ser parte en las indicadas diligencias cuanto en lo relativo
a la irrelevancia penal de los hechos apreciada ab initio.
Así pues. la vulneración del derecho del demandante
de amparo a la tutela judicial efectiva se produjo. desde
luego. por la omisión de toda notificación de la respuesta
judicial ofrecida al escrito presentado en forma de que­
rella y tramitado como denuncia, pero sobre todo por
no haber hecho explícitas el órgano judicial las razones
por las que consideró que los hechos a los que se refería
la inicial denuncia no eran constitutivos de delito y por
las que, en consecuencia. en la práctica. se rechazó la
personación del actor con la consiguiente imposibilidad.
por su parte. de presentar recurso de apelación contra
la resolución de archivo.

4. El restablecimiento del recurrente en la integridad
de sus derechos exige, pues, que se retrotraigan las
actuaciones al momento inmediatamente anterior a
aquel en el que fue decretado el archivo de las diligencias
previas incoadas a fin de que el órgano judicial pueda
subsanar las omisiones señaladas. lo que implica, a su
vez, la declaración de nulidad del Auto de 16 de febrero
de 1990, del Juzgado de Instrucción núm. 10 de Sevilla.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Manuel Rosa
Recuerda y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a obtener
la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.° Declarar la nulidad del Auto, de 16 de febrero
de 1990, del Juzgado de Instrucción núm. 10 de ~evilla.

3.° Restablecer al recurrente en la integridad de su
derecho vulnerado. para lo cual el órgano judicial deberá
pronunciarse sobre la petición de personación y nom­
bramiento de Abogado y Procurador del turno de oficio,
dictando resolución motivada que deberá ser debida­
mente notificada al recurr¡mte. .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciocho de julio de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra. Eugenio
Díaz Eimil. José Gabaldón López. Julio Diego González
Campos, Caries Viver Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

19044 Sala Segunda. Sentencia 218/1994, de 18
de julio de 1994. Recurso de amparo
2.566/1991 contra auto de la Audiencia Pro­
vincial de Barcelona, recaído en apelación que
confirmó el dictado por el Juzgado de Primera
Instancia número 9, de la misma ciudad, en
incidente de oposición sobre medidas caute­
lares acordadas en juicio' de menor cuantía.
sobre nulidad de marcas. cesación de su uso
y otros extremos. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva: Medidas
cautelares no causantes de indefensión.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente. don Euge­
nio Díaz Eimil. don José Gabaldón López, don Julio Diego


